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LAS OBLIGACIONES DE LAS REGIONES Y LAS 
LOCALIDADES FRENTE A LOS DERECHOS HUMANOS
Como parte de la construcción de un modelo estatal que fomente la participación 
de todos los ciudadanos y estructure políticas de buen gobierno, es necesario esta-
blecer de forma clara y expresa las obligaciones que tienen las administraciones, 
nacionales o locales, para cumplir con estos objetivos. El derecho de acceso a la 
información pública se convierte en uno de los ejes centrales de esta política, y 
por ello requiere de un esfuerzo de concretización para evitar que se mantenga 
un nivel político superficial de aceptación y que en realidad no existan las condi-
ciones para su desarrollo. Es decir, la idea de construir un marco de obligaciones 
locales responde a la tesis de la transparencia como proyecto democrático-expan-
sivo y no solamente como soporte de las políticas que pretenden “maquillar” los 
problemas de corrupción y déficit democrático, o que solo persiguen el interés del 
comercio mundial.
De manera clara, la Ley 1712 de 2014 trae una definición del derecho:
Artículo 4º. Concepto del Derecho. En ejercicio del derecho fundamental de acceso 
a la información, toda persona puede conocer sobre la existencia y acceder a la infor-
mación pública en posesión o bajo control de los sujetos obligados. El acceso a la in-
formación solamente podrá ser restringido excepcionalmente. Las excepciones serán 
limitadas y proporcionales, deberán estar contempladas en la ley o en la Constitución 
y ser acordes con los principios de una sociedad democrática.
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El derecho de acceso a la información genera la obligación correlativa de 
divulgar proactivamente la información pública y responder de buena fe, de ma-
nera adecuada, veraz, oportuna y accesible a las solicitudes de acceso, lo que a 
su vez conlleva la obligación de producir o capturar la información pública. Para 
cumplir lo anterior, los sujetos obligados deberán implementar procedimientos 
archivísticos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de documentos elec-
trónicos auténticos.
Partiendo de esta definición y siguiendo los estándares internacionales pode-
mos plantear un grupo de obligaciones genéricas25, que tendrán incidencia impor-
tante en las localidades, frente al derecho de acceso a la información pública. Se 
pueden resumir así:
• Proporcionar y facilitar el acceso a la información pública de la manera 
más amplia posible, de buena fe, con celeridad y sin imponer requisitos 
o trabas.
• Entregar la información sin discriminación alguna y sin exigir motiva-
ción o causa de la solicitud.
• Garantizar la gratuidad de la misma, salvo el costo de su reproducción.
• Promover una cultura de la transparencia.
• Publicar y divulgar de forma proactiva y rutinariamente los archivos, do-
cumentos o informaciones que plasmen el interés público.
• Controlar el uso irresponsable de información pública.
• Capturar y producir la información pública.
• Disponer de forma adecuada conforme a las normas sobre archivo, la 
información pública.
• Disponer de medios, formatos y lenguas que faciliten el uso de la infor-
mación pública.
• Contar con medios para apoyar a los usuarios que tengan dudas o dificul-
tades con el uso de la información pública, en especial de los trámites y 
servicios que se prestan.
• Facilitar el acceso a las personas con discapacidad.
25 “La obligación prevista en el Pacto no se limita al respeto de los derechos humanos, sino que los Estados 
Partes se han comprometido también a garantizar el goce de esos derechos por todas las personas sometidas a 
su jurisdicción. Este aspecto exige que los Estados Partes realicen actividades concretas para que las personas 
puedan disfrutar de sus derechos”. Comité de Derechos Humanos, Observación General N.° 3, “la aplicación del 
Pacto a nivel nacional”, párr. 1.
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• Cumplir con el deber de difundir la información pública mínima estable-
cida por la ley. Entre otras: estructura de la entidad, servicios, procedi-
mientos, funcionamiento, planeación y contratación.
• Adoptar un esquema y estrategia de publicación de la información. Tipos, 
períodos, formas, etc.
• Disponer de un registro de activos de la información.
• Garantizar el acceso a lo previamente publicado.
• Adoptar un programa de gestión documental y archivos que asegure la 
información pública conforme a la ley.
• Disponer de medios técnicos para alinear los sistemas de información, 
garantizando su conectividad, articulación y compatibilidad.
• Abstenerse de publicar la información restringida ya sea por afectación 
de los derechos fundamentales a la vida, la seguridad personal y la 
salud de las personas, o cuando afecte el interés público por razones de se-
guridad nacional, relaciones internacionales, estabilidad macroeconómica, 
salud pública, derechos de la infancia y la adolescencia, entre otros, con-
forme a la ley. Esta debe hacerse siempre por escrito y de forma motivada.
• Crear un índice de actos o informaciones clasificadas y mantener actua-
lizado el mismo.
• Informar sobre la existencia de los documentos reservados, aunque se 
pueda restringir de forma total o parcial el contenido de los mismos.
• Abrir los archivos o documentos que afectan el interés público después 
de 15 años.
• Establecer una política de capacitaciones, seguimiento, prevención y 
control del derecho, en cabeza del Ministerio Público.
• Crear una política pública del derecho de acceso a la información pública.
Sin embargo, al hacer un estudio detallado de las relaciones entre normati-
vidad internacional, nacional y local se observa que existen grandes vacíos para 
la implementación de políticas locales sobre la materia, por la debilidad de los 
mecanismos de formación y control y, sobre todo, por el escaso desarrollo de la 
movilización y organización social que fomente una cultura de control social. 
También las afectaciones al derecho a la inclusión digital, representadas en su 
relación con la vulnerabilidad del mínimo vital, y su efecto en la brecha digital 
coadyuvan a esta situación. 
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Este vacío facilita la omisión de dichas obligaciones haciendo que la concre-
ción de las acciones de respeto y garantía termine en el marco de políticas nacio-
nales de poco impacto frente a los grupos más vulnerables. Esta ausencia legal no 
dota a los alcaldes de herramientas claras de actuación frente a los derechos cita-
dos, lo que impacta negativamente las políticas de prevención y protección, toda 
vez que cuando se tiene esta información fragmentada en las instancias locales 
se desconocen y, cuando se conocen, crean desconcierto por su falta de claridad 
positiva, generando en muchos casos falta de atención frente a sus obligaciones. 
Como parte de las mismas obligaciones de los Estados, Colombia debe pro-
fundizar su esquema de descentralización bajo parámetros que sean respetuosos 
del ordenamiento nacional e internacional y que posibiliten la eficacia de los 
derechos relacionados con el derecho de acceso a la información pública en todas 
las regiones del territorio.
De esta forma, la descentralización, en todos sus niveles, es una pieza fun-
damental en la concreción de las obligaciones derivadas de la transparencia y 
el derecho de acceso a la información pública y lo que ello significa en térmi-
nos de ampliación democrática. Por ello, a continuación, profundizaremos en 
las condiciones de esta descentralización, que no puede ser meramente fun-
cional y que es la base para hacer operativas estas obligaciones en el esquema 
nación-región-municipio.
La descentralización y los derechos como marco de realización de la transparencia
La descentralización sobrepasa la noción de desconcentración y pone en jue-
go principios como el de participación y autonomía de las comunidades frente 
al centro; pero a la vez que facilita la construcción del proyecto local del Estado 
social de derecho, presenta dificultades como la corrupción, la ineficacia y la 
carencia de una cultura política de base —ciudadanía—, las cuales generan du-
das alrededor de su ejecución. No obstante, pensar en esta descentralización es 
el eje de toda política local de derechos y no puede tomarse en serio si no se 
fortalece esta. 
Teniendo en cuenta esta idea, planteamos seis puntos de reflexión para mejo-
rar esta política y fortalecer su acción frente a las obligaciones contraídas por el 
Estado colombiano: 
73





1. El	 principio	 de	 soberanía	 expresado	 en	 los	 pactos	 firmados	 por	 los	
Estados. La responsabilidad de las acciones del Estado no puede descen-
tralizarse, es decir, no son las localidades las que responden ante los orga-
nismos internacionales, sino el Estado en cabeza de su respectivo Gobierno. 
La transferencia de poder del centro a los municipios o regiones no puede 
traducirse en el resquebrajamiento de los compromisos que los Estados han 
asumido con la firma de tratados internacionales sobre derechos humanos y, 
en especial, de los acuerdos de protección del derecho de acceso a la infor-
mación y la lucha contra la corrupción.
De esta forma, no se trata de afirmar que la descentralización es la solución a 
los problemas de las políticas públicas; más bien es una herramienta con la cual 
es posible flexibilizar y agilizar procesos, y hacerlos más adecuados en cada re-
gión26. Una dosis de control desde el centro y de dirección no son necesariamente 
sinónimos de ineficacia. Además, es importante no permitir que las responsabili-
dades del Gobierno nacional se disuelvan en estrategias que pueden perjudicara 
los gobiernos locales y facilitar el incumplimiento de los mismos. En conclusión, 
la descentralización no remplaza la responsabilidad del Gobierno nacional frente 
a dichas obligaciones, sino que encuentra en ella la estrategia para hacer más 
eficientemente su trabajo, mejorando el impacto de sus acciones.
Esta soberanía también tiene un aspecto interno que resalta el poder del 
Estado desde una dimensión sustantiva sobre el mismo, que se funda no en su 
potestas (mero ejercicio de un poder en un territorio), sino en su construcción a 
partir de valores (Estado social de derecho). Esto pone de relieve la necesidad de 
entender el Estado como una herramienta cuyo objeto es servir de garante, nunca 
ser un fin en sí mismo. Así las cosas, dentro de este Estado los derechos constitui-
rán uno de sus principales fines, viéndoles como verdaderas pretensiones válidas 
y no como meros regalos. 
La soberanía no corresponde a la clásica visión de poder de un soberano, sino 
que su misma existencia requiere del respeto y promoción de ciertos valores ines-
timables e indispensables para un pueblo. Esto adquiere una dimensión especial 
26 Por ejemplo, puede mejorar con cambios de modelos de implementación de políticas públicas, pasando de un 
tradicional top down (de arriba hacia abajo) a modelos como el botton up (de abajo hacia arriba en sus diferentes 
manifestaciones) o el social learning. Este último puede resultar interesante para aprender de las experiencias 
de prevención y protección tanto de los gobiernos locales como de las comunidades. (Roth, A. N., 2006, p. 126).
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cuando nos referimos a la transparencia y, en especial, al derecho de acceso a 
la información pública, puesto que son herramientas que permiten desarrollar y 
profundizar el ejercicio soberano del poder; pero desde una óptica de participa-
ción y control, considerando la era digital como una oportunidad de lograr metas 
antiguas con métodos nuevos, en donde la región y el municipio adquieren un 
importante protagonismo, aunque con el reto de superar las talanqueras del desa-
rrollo territorial colombiano (García García, 2008, pp. 473-489).
2.  Las responsabilidades de todos los poderes del Estado en su promoción, 
respeto y garantía. La descentralización no significa tampoco que los pode-
res del Estado deleguen en las regiones todas las tareas. Las actuaciones de 
estos requieren de la observancia de los parámetros que crean los derechos 
humanos27 desde todas las instancias estatales. Ahora bien, esto significa la 
asunción de una teoría de la limitación del poder armónicamente construida 
desde la estructura funcional que determina la Constitución, lejos de una ver-
sión de división de poderes que alimenta la fragmentación de la protección 
y promoción de las políticas que promueven los valores y derechos. Al res-
pecto, la Ley de Transparencia y otras disposiciones establecen un régimen 
de responsabilidad que desarrolla esta idea de forma concreta cuando se trata 
de hacer nugatorio el derecho de acceso a la información. Pero además del 
efecto disciplinario o incluso penal, no podemos perder de vista que estas 
responsabilidades no solo se sitúan en el ámbito sancionatorio, sino también 
en el de prevención y promoción. Es verdad que las normas establecen un rol 
importante del Ministerio Público (Procuraduría, Defensoría y Personerías) 
en este sentido, sin embargo, conforme a este principio es deber de todas las 
entidades realizar estas tareas; desde luego, los municipios y las gobernacio-
nes son sujetos directos de esta responsabilidad. 
3.  El respeto al principio de igualdad. Dado que en ningún caso una política 
pública de derechos puede convertirse en una acción discriminatoria o ge-
nerar algún tipo de desigualdad,28 la descentralización no debe ser utilizada 
27 Vale la pena aclarar que el término derechos humanos es usado aquí sin la precisión técnica que merece, es 
decir, sin diferenciarlo de derechos constitucionales y fundamentales. Los derechos humanos rebasan su estructura 
moral para convertirse en normas, derechos constitucionales y fundamentales. Sin duda, cuando nos referimos a 
la obligatoriedad de estos, estamos notando una dimensión jurídica y no solo moral. 
28 Desde luego se exceptúan las discriminaciones inversas que buscan, justamente, equilibrar las cargas sociales 
y proteger a las poblaciones vulnerables o minorías. 
75





para favorecer a unos y otros de manera que no se sigan principios tales 
como los de equidad o redistribución de la renta. El objeto central de una 
política pública sobre derechos es la eficacia de los derechos, de los derechos 
de todos. Por ello, los recursos y los medios para llevar a cabo estas medi-
das requieren de una asignación justificada en las necesidades poblacionales. 
Además, como vimos, la Ley 1712 de 2014 establece en su artículo 3º el 
principio de no discriminación en los siguientes términos: “De acuerdo al 
cual los sujetos obligados deberán entregar información a todas las personas 
que lo soliciten, en igualdad de condiciones, sin hacer distinciones arbitrarias 
y sin exigir expresión de causa o motivación para la solicitud”.
  En este mismo sentido, en nuestra opinión se aplica el concepto de razonabi-
lidad de aplicación de las restricciones y definiciones del derecho, en donde 
se deberá aplicar el test de igualdad para cada caso, cuando se pueda ver 
afectado tal derecho en materia informativa.
4.  Los mínimos que desarrolla cada derecho. El núcleo básico del derecho 
es el rasero con el cual podemos afirmar si un derecho se está violando o no. 
Afortunadamente, estos mínimos no pueden ser modificados por las regiones 
ni el ente central, lo que representa una rigidez que combate los peligros de 
las mayorías sin control. En este sentido, aparece un vínculo para efectos de 
la evaluación del derecho y de la política que lo sustenta, entre policies y 
jurisprudencia constitucional, puesto que la primera requiere de la segunda 
y la segunda, la jurisprudencia29, no se convierte en derecho eficaz si no se 
realiza muchas veces a través de las políticas públicas. 
En este sentido, consideramos que la Ley de Transparencia es clara en la de-
finición de los principales contornos del derecho y frente a los casos concretos el 
precedente constitucional será la herramienta idónea para completar los elemen-
tos que pertenezcan al núcleo del derecho de acceso a la información pública y 
los derechos conexos.
5. Reconocimiento de la autonomía de las comunidades en la formulación 
y ejecución de las políticas. Cada comunidad debe participar en la formula-
ción y ejecución de las políticas públicas. Es decir, el principio y el derecho 
29 Las líneas jurisprudenciales son el último recurso actual con el que se cuenta en el ámbito nacional para 
determinar los niveles de protección de cada derecho. 
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a participar se debe convertir en un ejercicio constante, en el cual las auto-
ridades locales se convierten en las gestoras de sus comunidades. A través 
del ejercicio de la participación es posible elaborar e impulsar unas políticas 
públicas más eficaces, que atiendan las necesidades básicas de las poblacio-
nes afectadas. Esta idea es el centro de la mirada del gobierno abierto y del 
concepto de transparencia. Su pretensión es el desarrollo de la democracia 
participativa en la era digital, por ello se hace indispensable no solo repensar 
la democracia, sino la importancia de los mecanismos en los cuales se ejercen 
los poderes locales para la solución de sus problemas.
Las veedurías ciudadanas, los cabildos, las acciones a favor de lograr presu-
puestos públicos participativos, las formas de asociación de género o fundadas en 
otras características étnicas o culturales, entre otras, son formas de participación 
que garantizan, en la práctica, el discurso de la participación. De ahí que la ley 
contenga como sujetos obligados a los partidos políticos y movimientos, como 
todas aquellas organizaciones que ejecuten recursos públicos o desarrollen algu-
na función pública.
6.	 Transferencia	de	medios	financieros	y	 competencias	para	alcanzar	 los	
objetivos. Una verdadera descentralización debe contener los mecanismos 
institucionales y financieros para la realización de una política pública local. 
Esto debe ponderarse con el respeto a los parámetros jurídicos y políticos 
de promoción y garantía de los derechos. No puede, entonces, otorgarse un 
poder sin una responsabilidad; así como una responsabilidad sin los instru-
mentos necesarios para hacer efectivo ese poder. Aumentar las obligacio-
nes locales sin las herramientas pertinentes es poco menos que una negación 
sistemática a la realización de los derechos, o por lo menos en lo que hace 
referencia a la facultad que encierra la protección de uno o varios derechos 
hacia la autoridad municipal o regional. Este punto genera importantes pre-
ocupaciones, puesto que las normas establecen las obligaciones, pero de allí 
no se traduce necesariamente que los municipios cuenten con los medios 
necesarios para llevar a cabo las mismas. Esto adquiere mayor importancia 
cuando se reconoce la alta vulnerabilidad de buena parte de los municipios en 
Colombia, que incluso registra la quiebra de sus finanzas.
77





Las líneas gruesas establecidas no son suficientes para desarrollar el esquema 
de descentralización, dado que ellas se entienden en consonancia con los con-
ceptos de gobernabilidad y políticas públicas que son, en definitiva, los que en lo 
local reconstruyen la noción de eficacia de los derechos. 
En el siguiente apartado examinaremos la relación entre las políticas públi-
cas, la transparencia y la gobernabilidad frente a la descentralización.
La descentralización de las políticas públicas y los derechos humanos
Fácilmente se reconstruye la relación directa y casi primaria entre democracia 
local y participativa, políticas públicas y derechos humanos30. Esta triada surge 
del replanteamiento del Estado y de su persistente crisis en los países latinoame-
ricanos. Por ello, la noción de democracia y su reconfiguración buscan superar 
las enormes dificultades de articulación nacional que terminan minando la exis-
tencia de los Estados. La descentralización aparece como la herramienta para su-
perar los fallidos procesos de consolidación nacional que han generado inmensos 
problemas que parecen acentuarse frente a los rígidos esquemas centralistas, los 
cuales terminan por fragmentar el Estado desde su posibilidad en el ejercicio del 
poder en algunas regiones (Estado de derecho) y su virtualidad o inoperancia en 
otras donde hace presencia (eficacia simbólica). 
Esta descentralización requiere de un discurso que pueda, precisamente, 
agrupar desde abajo las estructuras sociales existentes y lograr su articulación en 
un proyecto local y nacional a la vez. Es aquí donde los derechos y la democracia 
se llevan al escenario local y alimentan este nuevo proyecto de nación. En estas 
condiciones, los derechos son un requisito para que la democracia sea una rea-
lidad y, sin la democracia, los derechos no tendrían sentido, porque no podrían 
ejercerse. Esta realidad inescindible, que aparenta obviedad, es la que no puede 
perderse de vista31. No es posible concebir una teoría que prefiera a unos o a otros 
30 Constitución y democracia conforman un binomio que implica diversos conflictos. Esto se debe a que la 
democracia es, en principio, una práctica inconstitucional; esto es así porque rechaza la idea límite que impone el 
constitucionalismo como doctrina. Tanto la democracia como el constitucionalismo han modificado sus presupuestos 
intentado su equilibrio para integrar una fórmula estable que posibilite la convivencia dentro del Estado. Fioravanti 
(2001) y MacCormick (1988-1989).
31 La profundización de los derechos garantiza la de la democracia. Aun más, el Estado constitucional es la 
garantía institucional hacia el desarrollo de las sociedades con problemas en la distribución de los recursos como 
es el caso de Colombia (Sen, 2000, p. 183).
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sin que conlleve a la violación del orden constitucional y de las obligaciones in-
ternacionales en materia de derechos32. 
La noción de política pública como unidad de análisis de las instituciones 
(Muller, 2006, p. 37), junto a la relevancia que adquieren los derechos y la de-
mocracia, se ven fortalecidos desde la perspectiva de las teorías del desarrollo 
orientadas desde las potencialidades de los sujetos (Hernández, 2006, p. 123). 
Al respecto, Amartya Sen define el desarrollo como un “proceso de expansión de 
libertades reales de las cuales disfrutan los individuos”. De esta forma, el desa-
rrollo exige eliminar las fuentes de la privación de la libertad. 
Para Sen, la libertad tiene un sentido amplio y es vital para el desarrollo por-
que funciona como razón de evaluación para medir el progreso y, porque, a través 
de la libertad, se logra el desarrollo. Sin la libre agencia de los individuos, el 
desarrollo es imposible. Bajo estas ideas, parece claro que el equilibrio socioeco-
nómico y la mejora de las condiciones de los menos favorecidos, en las socieda-
des con graves problemas de distribución de la riqueza y de ausencia de las más 
elementales condiciones para vivir dignamente, se encuentran en la reubicación 
de la visión de los derechos y de la democracia. 
Los derechos son fuentes de riqueza y no pesadas cargas que soportan los 
Estados. La democracia se convierte en un factor esencial al ser una de las face-
tas transcendentales de la libertad, dejando claro que las tesis sobre la necesidad 
de condiciones extremas, política de sacrificio y autoritarismo no son necesarias 
para impulsar el desarrollo. Por el contrario, la evidencia muestra que la negación 
de los derechos y de canales de participación permanentes son causa de hambru-
nas y otros desequilibrios en el mercado al fomentar problemas en la información 
de los agentes económicos (modelos Blast vs. Gala), (Sen, 2000, p.183). Así, la 
democracia es importante:
a. Como parte de las capacidades básicas (participación).
b. Como instrumento para realizar demandas políticas (en especial las rela-
cionadas con la planeación y ejecución de políticas públicas).
c. Como elemento constructivo para edificar la noción de necesidades. 
32 En este sentido, la Constitución y el auge del lenguaje constitucional en los países latinoamericanos, 
especialmente desde la década de los 90´s, se ubican como lenguaje hegemónico para reinterpretar la relación 
sociedad (civil) y Estado. La Constitución une, sin solución de continuidad, democracia y Estado de derecho.
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En conclusión, los derechos en el escenario de la descentralización aparecen 
como sustento legal y legitimador de las políticas públicas en general y como 
objeto particular de ejecución de estas políticas públicas. Esta noción de objeto y 
sujeto de políticas si bien en ocasiones parece clara, en la práctica se va difumi-
nando debido a que los agentes utilizan los derechos indistintamente para alcan-
zar sus intereses particulares (Añón Roig, 1994, p. 259).
Cuando nos referimos al derecho de acceso a la información pública estas 
afirmaciones tienen un mayor acento frente a otros derechos, ya que este derecho 
comporta un conjunto de obligaciones que busca de forma directa desarrollar las 
capacidades a las que hace referencia Sen, puesto que no se trata de tener algo 
dentro de una canasta básica de bienes, sino de poder desarrollar competencias en 
los ciudadanos que apuntalen elementos claves de la fórmula política del Estado. 
Estas capacidades se encuentran relacionadas con el concepto de bienes pú-
blicos protegidos, que implica su ensanchamiento desde la teoría del control del 
poder, que se encuentra en la base del constitucionalismo contemporáneo. Este 
ensanchamiento de lo público pretende redefinir el ejercicio del poder político, 
como un poder que debe abrir todas las actuaciones al escrutinio público y pre-
tende eliminar la idea de que la razón de Estado es suficiente para favorecer el 
secretismo que beneficia la corrupción y la mala administración de los recursos. 
Si a esta idea le sumamos las posibilidades que tienen los medios digitales de 
llegar a más lugares y personas en tiempo real, se escenifica la posibilidad de re-
construir nuestra noción de lo público y, desde ahí, la de democracia y la del ejer-
cicio de los derechos. Sin embargo, esto no sería posible sin una política clara que 
rompa con la idea de gobiernos cerrados y que confían ciegamente en sus repre-
sentantes, en los cuales las elecciones son públicas, pero los actos de gobierno no. 
La transparencia invita a una ruta de adquisición de capacidades políticas 
fundadas en la posibilidad de consensos mejor informados y, quizás, con decisio-
nes más certeras frente a los problemas de la comunidad. 
Desde luego, la transparencia está en consonancia con la idea de Sen de des-
cartar los modelos de negación de derechos, o Blast, como opciones en el mundo 
contemporáneo frente al desarrollo y el progreso. Todo lo contrario, la demo-
cracia y, con ella la transparencia, riñen con el concepto de renuncia a derechos 
para favorecer otros, incluso cuando se trata de la seguridad, puesto que estas 
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informaciones en un momento u otro están sujetas al escrutinio público y a su 
posterior evaluación.
Establecida esta relación de necesidad y complementariedad nos queda por 
establecer cuáles son las estrategias de los derechos en lo local, como marco 
georreferenciado de eficacia de estas iniciativas.
Las estrategias del derecho en lo local
Lo local aparece en el escenario político como la respuesta a los problemas 
de deslegitimación, ineficiencia e ineficacia del estado. Al mismo tiempo, los 
derechos, como hemos mencionado, se caracterizan por ser un discurso con una 
enorme fuerza legitimadora, que podría, en buena medida, reconstruir la legiti-
midad resquebrajada, en donde se hace necesario el planteamiento de alternativas 
diversas. Pero lo local y los derechos son discursos que tienen distancias concep-
tuales y cercanías. Los derechos humanos, por ejemplo, son, desde su discurso 
hegemónico, de carácter universal y universalizable, aplicables a todos los seres 
humanos. Ello implica, como ya lo ha señalado una extensa literatura33, la renun-
cia parcial a los análisis de eficacia de los derechos frente a formas y procesos 
culturales diversos. No parece aceptable que en aras de la universalidad de los 
derechos pueda aplastarse la cultura de los pueblos34. Esta tesis, que es extrema, 
refleja la enorme preocupación por el respeto de lo local, así como la necesi-
dad de articular, no imponer, lenguajes comunes que permitan la elaboración de 
identidades nacionales en el marco de una concepción pluriétnica y pluricultural 
de Estado. 
Sobre el particular, aunque las normas en materia de acceso a la información 
consideran la protección de grupos étnicos, etarios o con discapacidades para 
garantizar su ejercicio, es verdad que la forma de resolver estos conflictos no está 
escrita y requiere de esfuerzos nacionales y locales para lograr una mejor eficacia. 
Nos referimos a casos, por ejemplo, donde se encuentre más de una lengua en 
un territorio y los documentos estén en español, o la forma en que se realicen las 
33 La discusión entre comunitarismo y otras visiones sobre los derechos exploran este punto con detenimiento. 
Thiebaut (1992) y Rasmunsen (1990). 
34 El enfrentamiento que parece inevitable entre derechos individuales y derechos colectivos lo que muestra en el 
fondo es la pugna que surge entre diversos esquemas de análisis de la sociedad y el derecho. En todo caso, no se 
trata de buscar un ganador entre estas teorías, sino más bien de construir puentes comunicantes para la defensa 
de una idea o ideas éticas de la humanidad.
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obligaciones de los entes territoriales, indígenas, ancestrales y raizales, especial-
mente las referidas a su archivo, que pueden gozar de prerrogativas propias del 
ejercicio del derecho propio. Claramente, estos temas están por resolverse.
De igual forma, se problematiza si los municipios tienen la capacidad de im-
pulsar estos procesos, en especial por las debilidades institucionales que se regis-
tran y la porosidad de los mecanismos de control, amén de las carencias adminis-
trativas, puesto que, sin cuentas, no hay rendición de cuentas:
Se considera que la capacidad administrativa de los municipios es una de las piezas 
clave para lograr la transparencia, sin desacreditar otros factores implícitos en el 
proceso de la rendición de cuentas que tienen relación con la democracia, como son: 
la voluntad política, la participación ciudadana, el interés común por encima de los 
intereses particulares, liderazgo hacia el bien común, libertad política, entre otros 
(Carrillo Bojórquez, Manzano Loría & Uc Heredia, 2015, p. 101).
De esta forma, lo local y los derechos requieren precisar cuál es el papel de 
esa localización y el rol que se pretende que jueguen los derechos como objeto 
de las políticas públicas. Así, lo local parece aproximarse a algo construido. 
Lo local no es solamente aquella localización en un territorio, sino que se 
convierte en un objeto de construcción, una herramienta para dar respuesta a 
los problemas de una comunidad. Lo local no es una concepción patrimonial 
de un pueblo, forma heredada, sino que habla de las expectativas bajo las cua-
les la sociedad intenta un diálogo con las instituciones existentes en su núcleo 
de acciones. Se desprende de esto la idea de territorio como un fenómeno so-
cial, económico y cultural en el que se desarrollan los ámbitos de los derechos, 
y de sus formas e interpretaciones de la participación y la democracia vista de 
manera integral.
Desde lo local se construye un marco referencial entre gobierno municipal o 
regional, sociedad civil y políticas públicas que abarca un conjunto de relaciones 
que debe integrar las acciones de los actores o grupos y de diferentes niveles 
de intercambio. Lo local es la construcción de un territorio como construcción 
social, en donde la participación activa de todos estos actores es la que, en defini-
tiva, arroja resultados sociales provechosos para la comunidad. 
Los derechos, como parte de una política de lo local, deben superar su len-
guaje universal y, sobre todo, universalizable, para entender que pueden, a par-
tir de sus mínimos, ser moldeados dentro de las políticas públicas y efectuar la 
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adecuación de las necesidades de la sociedad civil a este tipo de lenguaje. Los de-
rechos son vehículos legitimadores de demandas sociales, los cuales están dota-
dos de obligatoriedad, desde lo jurídico, y de una importante dimensión política, 
en especial cuando se construyen desde unidades más pequeñas y cercanas a la 
participación ciudadana. No se trata de escoger partido entre los derechos como 
triunfo político y los derechos como mecanismos que dificultan la movilización 
política, sino que se entenderán como herramientas para la defensa del ciudadano 
que impulsan la discusión política y de las políticas públicas. 
Así las cosas, las normas sobre transparencia más que imponer obligaciones 
de cómo construir comunidad se presentan como herramientas para poder crear 
la versión propia regional de la misma. Esta idea que desarrollaremos como en-
foque de comprensión de la presente investigación riñe con aspectos que rodean 
el concepto mismo de acceso a la información del discurso del gobierno abierto 
y la transparencia. 
Si bien es cierto que tienen una importancia propia dentro del discurso del 
control del poder, también lo es que estos discursos se encuentran transversales 
en las exigencias de los órganos mundiales de comercio y de la banca mundial, 
que como hemos señalado, encuentra en la estandarización procesos que permitan 
el intercambio de mercancías en plano global, Lex Mercatoria (Bausela, 2003), 
y favorezcan la globalización del capital y de sus intereses. Por ello, se insiste 
no en una dimensión meramente burocrática, sino en una transformadora de la 
participación y de la democracia de los conceptos de transparencia e información.
La descentralización desde la práctica local
La descentralización de una política puede comprender tanto la reubicación 
de competencias en los entes territoriales, como la asignación y el manejo de 
recursos tendientes a la ejecución de las tareas asignadas. Pero antes que revisar 
cómo pueden reasignarse competencias es necesario explorar más a fondo qué 
debería contener una política de descentralización en derechos con enfoque en la 
transparencia, o qué áreas puede comprender desde una perspectiva de participa-
ción ciudadana.
La descentralización de este tipo de políticas busca alcanzar mayor eficacia 
en la ejecución, lo que en el lenguaje de los derechos puede significar varios 
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conceptos por alcanzar. Si bien esbozamos los lineamientos del esquema de des-
centralización desde el centro, a continuación, plantearemos el modelo genérico 
que debería implementarse desde la región, atendiendo las diferentes obligacio-
nes del Estado colombiano frente a los derechos y la democracia.
• El fortalecimiento de la información y la formación sobre derechos 
 La información y la formación sobre los derechos sobrepasan la tradicio-
nal enseñanza sobre el contenido y objeto de los derechos humanos, y se 
enfocan más bien en el aprendizaje significativo (Kaplún, 1995) de los 
derechos, como bienes valiosos para la vida cotidiana de las comunidades 
y las instituciones. 
 Los derechos son más que formas jurídicas, por tanto, su enseñanza se 
debe centrar en la utilización de un marco ético-pedagógico indispen-
sable para el desarrollo de las localidades. En efecto, aunque tengamos 
normas que desarrollen la transparencia y el derecho de acceso a la in-
formación pública, sin la generación de capacidades de la sociedad civil 
para la protección y el reclamo de estos principios y derechos, no exis-
tirán verdaderos impactos institucionales. Por ello la enseñanza de los 
derechos y, en especial de los señalados, debe hacer parte de la política 
pública local.
 La descentralización de la enseñanza de los derechos requiere no solo la 
capacitación de la población y de los funcionarios, sino estrategias alter-
nativas de comunicación que permitan convertir el discurso y las cartillas 
en conocimiento popular. La idea es desbordar la enseñanza magistral de 
los derechos y convertir su lenguaje e importancia en imágenes y sonidos 
que sean interesantes para la población. En este punto, la tecnología pue-
de cumplir un papel excepcional, dada la versatilidad de medios, el nivel 
de penetración territorial y la posibilidad de renovar el lenguaje frente a 
la formación de los más jóvenes. El derecho a la información requiere 
de estas estrategias para que su existencia logre un impacto importan-
te en la transformación de la democracia. Al respecto, existen los mate-
riales desarrollados por la Procuraduría y otras instancias para fomentar 
dicha formación.
 Si bien las normas no lo establecen, en especial la Ley de Transparencia, 
llevar sus postulados a espacios como la familia y la escuela es una tarea 
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fundamental en la enseñanza de los objetos del poder en la perspectiva de 
cambio social y generación de inclusión. 
• La construcción de ciudadanía
 La información es solo una fase del aprendizaje de los derechos, puesto 
que dicha enseñanza requiere de objetivos claros. Al respecto, se pue-
de preguntar: ¿se enseñan los derechos para informar, para fortalecer el 
Estado, para cumplir cierto tipo de obligaciones legales o para fortalecer 
las instituciones? Lo importante parece ser centrar la discusión no en el 
qué de los derechos, sino más bien en el para qué, el cual pone esos mis-
mos derechos en el centro de las políticas públicas. 
 Dentro del esquema que venimos construyendo, una buena opción es la 
interacción entre descentralización, democracia participativa, derechos 
y fortalecimiento del Estado. La ciudadanía, desde la perspectiva de una 
ciudadanía activa (Añón, 2000), se ubica en el polo del esfuerzo de la 
estrategia descentralizadora. La construcción y el fortalecimiento son el 
para qué central de todos los esfuerzos del Estado por recomponer su 
legitimidad y allanar el camino hacia una nueva estrategia de desarrollo 
social sostenible. 
 Pero no se construye ciudadanía solamente con la información sobre los 
derechos, requiere de la vivencia cotidiana de los mismos y, para esto, es 
indispensable tener en cuenta tres aspectos: un lenguaje común amplia-
mente significativo para los miembros de una comunidad; espacios en 
los cuales el ejercicio de la ciudadanía tenga relevancia; y respeto por las 
decisiones que en su conjunto la ciudadanía tome, especialmente dentro 
del contexto local. 
 Aunque en algunos territorios la brecha digital (Berrío Zapata, 
2012, p. 39) es aún muy grande, debe apuntarse al desarrollo del con-
cepto de la ciudadanía digital (Mazo, 2011) como parte del componente 
fundamental de desarrollo de los derechos. Es posible una interacción 
con las formas tradicionales de la ciudadanía y encontrar en las herra-
mientas y comportamientos en la red, activos para generar espacios de 
discusión, comprensión, rendición de cuentas y formación democrática 
que permitan superar la concepción clásica y operativamente pasiva de la 
ciudadanía por otra que reporte ganancias en el control del poder local y 
la búsqueda de mejores soluciones a los problemas locales.
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• La construcción de diagnósticos locales
 Otro punto estratégico para impulsar una política de descentralización y 
de realización de los derechos desde lo local se refiere a la creación de un 
espacio concreto relacionado con los diagnósticos locales sobre cada de-
recho, en este caso, sobre el derecho de acceso a la información pública.
 Diferentes entes estatales elaboran diagnósticos sobre derechos, pero 
muy pocos se construyen con las comunidades. Este ejercicio de cons-
trucción es muy importante, puesto que es aquí donde la política públi-
ca nace y permite que la población pueda elaborar su propio listado de 
necesidades, priorizando la acción estatal y guiándola a los aspectos de 
mayor urgencia. Un derecho que no tiene una evaluación en su realidad 
de desarrollo siempre tenderá a una explicación general del mismo, con 
pocos resultados en las transformaciones de las realidades a las cuales 
pretende llegar.
 Respecto a la descentralización del diagnóstico y la formulación, vale la 
pena señalar que los entes de planeación requieren de la consolidación de 
una idea de ciudadanía básica, que cree las condiciones para la participa-
ción. Esto no se debe entender como la necesidad de la “graduación” de 
conocimientos en derechos, sino más bien la aprehensión de sus conteni-
dos por parte de la población, es decir, que los derechos se conviertan en 
el lenguaje común para expresar las necesidades políticas de los gobier-
nos locales y las comunidades. 
 Además, en el caso de los derechos comprendidos desde la transparencia, 
la obtención de información de calidad y, sobre todo, la aplicación del 
principio de proactividad de la información, conduce a que la ciudadanía 
en sus organizaciones más pequeñas, como las juntas de acción comu-
nal o similares, puedan comprender mejor las posibilidades que tienen 
para proponer a la administración y realizar tareas por iniciativa propia. 
El conocimiento de los recursos, incluso más allá del municipio, como 
aquellos de orden departamental o nacional, también puede motivar la in-
teracción de la ciudadanía con los gobiernos locales para la consecución 
de subvenciones y el financiamiento de proyectos de impacto local.
 Este tipo de descentralización de diagnósticos necesita la creación de ca-
nales con todos los entes, pero, esencialmente, con los de planeación y 
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los presupuestales. Los entes presupuestales deben acompañar estos pro-
cesos de diagnóstico. Con ello, se busca conservar una circularidad en la 
cadena que forman diagnósticos-formulación-ejecución-seguimiento de 
la política pública, puesto que la focalización del esfuerzo por descen-
tralizar no es solamente la de trasladar funciones, sino alcanzar mejores 
resultados en la gobernanza local y nacional. 
 No hay que olvidar que la Ley de Transparencia impone diversas obli-
gaciones de publicación de información de forma proactiva, que puede 
implicar la disponibilidad de insumos permanentes para la elaboración de 
dichos diagnósticos.
• Atención efectiva y rápida a los afectados por la negación del derecho
 Un elemento fundamental de promoción y protección del derecho tiene 
que ver con la existencia de mecanismos oportunos de protección de las 
personas que han tenido afectaciones u obstáculos para el ejercicio del 
derecho. En este sentido, aunque la Ley de Transparencia prevé mecanis-
mos de exigibilidad, fundamentalmente a través del derecho de petición y 
eventualmente, de la acción de tutela o incluso en algunas circunstancias 
de la acción de cumplimiento, regularmente los ciudadanos desconocen 
estos medios. 
 Por ello, debemos pensar la administración y su derecho como entes di-
rigidos a la protección de los derechos de los ciudadanos. El primer ele-
mento dirigido a la efectiva protección del derecho de acceso a la infor-
mación pública se encuentra en la aplicación de los principios de buena 
fe, difusión proactiva de la información, facilitación y transparencia, que 
deben ser el centro de la actuación administrativa local. Esto implica, 
conforme la norma lo señala, la existencia dentro del municipio de fun-
cionarios o procedimientos específicos dirigidos a la atención rápida y 
efectiva del derecho; es decir, un conjunto de mecanismos internos que 
impulse este comportamiento protector. 
 Este instrumento sería insuficiente, dado que no basta con que el obli-
gado sea el único garante de la obligación del derecho; por ello, el pa-
pel de las personerías es fundamental para fomentar la protección en los 
casos que haya lugar, o incluso la imposición de sanciones al respecto. 
La Procuraduría, con el poder preferente, y la Defensoría, por medio de 
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la magistratura moral y la denuncia, también pueden ayudar a las institu-
ciones locales a generar un esquema de protección óptimo del derecho.
• Elaboración de sistemas de seguimiento y evaluación de estas políti-
cas en lo local
  Así como se pretenden realizar los diagnósticos locales e incluso la for-
mulación de políticas desde las comunidades, es muy importante que di-
chas comunidades también puedan desarrollar un registro y seguimiento 
de los proyectos relacionados con el ejercicio de los derechos. Este ejer-
cicio de vigilancia no se limita a la actuación de las veedurías ciudadanas, 
sino que, además, requiere de verdaderos sistemas de vigilancia y eva-
luación que brinden transparencia a los procesos, así como información 
suficiente para que las comunidades y las instituciones recolecten sus 
lecciones aprendidas sobre la ejecución de esas políticas.
 Como ya presentamos, los indicadores y la construcción de estos, tanto 
para la política pública como para los derechos, son los que hacen visi-
bles los esfuerzos de la comunidad y sus gobernantes, así como explicitan 
las metas que quieren alcanzar. El conocimiento del número de derechos 
de petición realizados y sus materias, el número y la calidad de respues-
tas, la existencia de un plan de protección de datos públicos y su difusión 
permanente, el cumplimiento de la publicación de la información mínima 
que contiene la ley, entre otros elementos, corresponden a estrategias de 
seguimiento de estos indicadores. 
 Estas líneas de descentralización requieren de contextos en los que se 
puedan desarrollar estrategias que terminen en el impulso de redes que 
integren a todos los actores (Chaqués Bonafont, 2004, p. 98). Este con-
texto, en lo que se refiere a la capacidad institucional, se denomina go-
bernabilidad35, que sin duda alguna es muy importante para el fortaleci-
miento de modelos políticos legales que puedan garantizar el desarrollo 
35 Sobre la gobernabilidad no es nuestra intención realizar un estudio exhaustivo, pero sí queremos precisar que 
usamos la expresión con la pretensión de abordarla con un contenido más ambicioso que la agenda neoliberal, 
que en muchos espacios la ha defendido como reconstrucción o fortalecimiento de las funciones clásicas del 
Estado (seguridad ciudadana y justicia). La gobernabilidad es la capacidad de administración del Estado, pero con 
unas finalidades establecidas, definidas por marco teórico y normativo constitucional del Estado social de derecho, 
que establece que el poder del Estado tiene como objeto la promoción y defensa de todos los derechos, no 
solo de algunos. 
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de políticas públicas transparentes, eficaces y participativas. Al respecto, 
desarrollaremos algunas ideas a continuación.
